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Responsabilidad del Estado Colombiano frente a los Atentados a Líderes Sociales 

 

Responsibility of the Colombian State in the Face of Attacks on Social Leaders 

 

Liseth  Katherine Peña Quiñonez 

 

Resumen 

Es notorio el hecho de que una problemática actual en Colombia es la “violencia 

sistemática en contra de los líderes sociales” por lo que se plantea una gran preocupación y un 

reto para el Estado y en particular para los diferentes organismos y entidades responsables de 

la protección de los líderes sociales, problemática que se refleja a nivel nacional y se proyecta 

a internacionalmente. Para atender y enfrentar este problema, es menester revisar las 

funciones del Estado colombiano, a partir de su deber de garantía de carácter constitucional y 

de los compromisos adquiridos en virtud de tratados internacionales debidamente ratificados 

de acuerdo a la normatividad vigente. Por ello se pretende en este documento delimitar las 

obligaciones y deberes que tiene y adquiere Colombia como Estado, tanto en su protección 

como en la responsabilidad por la falta, falla, negligencia u omisión en el cumplimiento pleno 

y oportuno de sus funciones y deberes. Lo anterior, desde un adecuado análisis documental, 

acompañado por un similar normativo y jurisprudencial, que propone identificar el estado de 

las normas y recursos para el cuidado y protección a los que el Estado colombiano debe 

acogerse para la protección adecuada de los líderes “Defensores de Derechos Humanos” (DD 

HH); además de validar la existencia o no de consecuencias y sanciones internacionales que 

pueda recibir “como Estado garante de los derechos humanos.”  

Palabras Clave 

Responsabilidad Estatal, Líderes Sociales, Violencia Sistemática, Derechos Humanos.  
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Abstract 

The fact that a current problem in Colombia is the "systematic violence against social 

leaders" is well known, which is why it poses a great concern and a challenge for the State 

and for the different organizations and entities responsible for the protection of social leaders, 

a problem that is reflected at the national level. To address and address this problem, it is 

necessary to determine the functions of the State, based on its constitutional duty to guarantee 

and the commitments acquired by virtue of duly ratified international treaties in accordance 

with current regulations. 

For this reason, it is intended in this document to define and determine the obligations 

and duties that the Colombian State has and acquires, both in its protection and in the 

responsibility for the lack, omission, or negligence in the full and timely fulfillment of its 

functions and duties. The foregoing, from an adequate documentary analysis, accompanied by 

a similar normative and jurisprudential, which proposes to identify the state of the norms and 

resources for the protection to which the Colombian State must avail itself for the adequate 

protection of social leaders of the H R; in addition to validating the existence or not of 

international consequences and sanctions that it may receive "as a State that guarantees 

human rights." 

Keywords 

State Responsibility, Social Leaders, Systematic Violence, Human Rights. 

Introducción 

En Colombia actualmente se evidencia una violencia sistemática contra los llamados 

líderes sociales, lo cual repercute negativamente en el desarrollo social y comunitario e 

internacionalmente en el ámbito regional y mundial, con una visión definitivamente negativa 

del país. Se denota que la vulnerabilidad de los líderes sociales, se refleja en datos de suyo 

preocupantes; así se han documentado, como lo menciona Negret, en el periodo comprendido 
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entre 2016 y el año 2019, que la Defensoría del Pueblo, presenta que 555 “Líderes Sociales” 

(LS)fueron asesinados (2020). Esta cifra no se ha reducido; haciendo evidente una 

problemática de falta de seguridad, que está a cargo del Estado, en línea a lo prescrito en el 

artículo dos  (2º) constitucional, que establece: … “Las autoridades de la República están 

instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, 

bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los 

deberes sociales del Estado y de los particulares”. Lo anotado anteriormente, permite una 

fácil revisión de las obligaciones del gobierno colombiano, frente a la garantía de seguridad y  

a la integridad personal de los “Líderes Sociales” (LS) con el propósito de validar si se da la 

necesaria existencia de medidas de protección y de proponer estrategias de protección de los 

“Líderes Sociales” (LS). Cabe dentro del anterior propósito, recordar las recomendaciones de 

la “Comisión Interamericana de Derechos Humanos” (CIDH) “al Estado colombiano con 

enfoque a solucionar e implementar medidas de protección” frente a la violencia contra los 

líderes “Defensores de Derechos Humanos” (DD HH) en Colombia. Por lo anterior, en el 

presente se expondrá la realidad de los líderes y “Defensores de Derechos Humanos” (DD 

HH) en el ámbito colombiano, en otras palabras, los eventos de los cuales son víctimas, y los 

mecanismos de protección que el Estado “debe implementar para salvaguardar sus derechos.” 

Para ello se revisarán datos que permitan la comprensión de este panorama, además, se 

revisará informes y recomendaciones del SIDH para identificar la configuración de 

responsabilidad del Estado colombiano, frente a la eventual violación de derechos de los 

líderes.  

De otra parte, es oportuno y apropiado hacer una contextualización sobre este tema; 

por medio de ella se observa que el Estado colombiano hasta finales del Siglo XIX, “no era 

responsable patrimonialmente, ya que la noción de soberanía se oponía a ello”. Situación que 

cambió en 1896 cuando se considera a los Estados como responsables patrimoniales por 
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daños a particulares. A principios del Siglo XX, “la “Responsabilidad Patrimonial del Estado” 

“fue asimilada a la de los particulares”. Las normas que fundamentaban las sentencias 

referidas a esta materia, (eran las del Código Civil colombiano (C C C)), en concreto, el 

“marco normativo de la Responsabilidad Civil entre particulares”; de la misma manera la 

jurisdicción civil se consideró la competente para conocer de estos procesos (Ariza, 2009). 

Mediando el Siglo XX, la situación inició un cambio, en virtud de que la “Corte Suprema de 

Justicia”  (CSJ) evidenció un esfuerzo por determinar la responsabilidad del Estado en un 

régimen especial, así nace la “Teoría de la Culpa, Falta o Falla en el Servicio”, que finalmente 

se consolido, con el conocimiento de los procesos de responsabilidad estatal a la jurisdicción 

contenciosa administrativa (Martínez, 2019, p. 9).  

Corresponde, actualmente a la “… jurisdicción contenciosa administrativa, desarrollar 

jurisprudencialmente la teoría de la culpa, falta o falla en el servicio, como fundamento de la 

responsabilidad de las personas jurídicas de derecho público.”  Para el Estado se deriva un 

deber genérico de garantía de protección, el incumplimiento del mismo puede contemplar una 

omisión de un deber estatal, lo que por su parte podría generar responsabilidad patrimonial 

por parte del Estado.   A partir de ello, nace el interrogante que orienta esta investigación, a 

saber: ¿El Estado colombiano puede responder patrimonialmente en los eventos contra los 

líderes sociales, por omisión de su deber de protección consagrado en la “Constitución 

Política de Colombia”? 

Conforme con la pregunta de investigación, el objetivo general es determinar si en 

Colombia se verifican las normas y medios de protección de los “Líderes Sociales” (LS) y si 

procede o no la imputación de responsabilidad al Estado, incluyendo la patrimonial; cuando 

se configura la violencia contra los “Líderes Sociales” (LS) por incumplimiento o falta en el 

deber de protección. Para poder abordar este objetivo general se proponen los  objetivos 

específicos siguientes:  i) Analizar desde lo constitucional y lo jurídico el marco 
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correspondiente de protección de los “Líderes Sociales” (LS), y las medidas adoptadas en su 

ejecución, y determinar desde jurisprudencia, sobre Derechos Humanos, los estándares de 

protección de los “Líderes Sociales” (LS) que deben cumplir todos los Estados, ii)  Establecer 

los parámetros de la “Responsabilidad Patrimonial del Estado” a partir de los regímenes de 

responsabilidad del Estado, a saber: “falla en el servicio, daño especial y riesgo excepcional”, 

iii) identificar las circunstancias donde podría aplicarse la Teoría de la “Responsabilidad 

Patrimonial del Estado” por violencia sistemática de “Líderes Sociales” (LS) y “Defensores 

de Derechos Humanos” (DD HH). 

Se considera que esta investigación es relevante, dentro del Derecho Administrativo, 

porque el análisis de la responsabilidad patrimonial en este caso, de los “Líderes Sociales”, no 

ha sido objeto de amplios estudios; por lo anterior, se considera que es un tema de especial 

interés para el Derecho Administrativo, pues se pueden generar propuestas académicas que 

contribuyan con fortalecer las políticas públicas y de las medidas existentes de protección a 

los lideres sociales. Para la ejecución de esta investigación, se utilizará la investigación 

cualitativa, mediante el uso de la técnica de revisión documental, de fuentes secundarias y 

terciarias, como la norma nacional, la jurisprudencia nacional, la jurisprudencia internacional, 

los datos y estadísticas de Medicina Legal, de la “Fiscalía General de la Nación y la 

Procuraduría” y la doctrina relacionada con el tema de investigación (informes, artículos de 

revistas indexadas, libros y documentos oficiales).    

“Líder Social” 

Inicialmente es preciso determinar quién es un “Líder Social”; a este propósito se 

puede tomar lo expuesto por la “Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas”1 para 

                                                           
1 El “Ministerio del Interior” (2017)- respuesta OFI17-11086-DAL-3200- señala, “como Gobierno hemos 

coincidido en el concepto que Naciones Unidas ha descrito alrededor de la definición de Defensor de DDHH” 

(p.5). “Adopta los lineamientos de la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos 

Humanos (OACNUDH), que consagra”. (“Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos 

Humanos, citado por el Ministerio del Interior”, 2017, p 4). 

https://www.redalyc.org/journal/2739/273968082005/html/#r41
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los Derechos Humanos, cuando dice que se puede entender que un “Líder Social” es: “La 

persona que actúe en favor de un derecho (o varios derechos humanos) de un individuo o un 

grupo será un defensor de los derechos humanos.”; aclara además que: “Estas personas se 

esfuerzan en promover y proteger los derechos civiles y políticos y en lograr la promoción, la 

protección y el disfrute de los derechos económicos, sociales y culturales.”, y precisa que los 

“… defensores abordan cualesquiera problemas de derechos humanos”, puntualizando que 

pueden incluir “desde las ejecuciones sumarias hasta los actos de tortura, pasando por la 

detención y prisión arbitraria, la mutilación genital de las mujeres, la discriminación, los 

cuestiones laborales, las expulsiones forzadas, el acceso a la atención sanitaria o los desechos 

tóxicos y su impacto en el medio ambiente”. Destacan que “defienden los derechos de 

determinadas categorías de personas” 2.  

Por su parte, la Comisión de la Verdad entiende que el ”Líder Social” o  la lideresa 

social (en femenino) son las personas que representan a un grupo social y se encargan de la 

“defensa de los Derechos Humanos” vulnerados o desconocidos a integrantes del grupo, o 

particularmente en temas relacionados con “…los territorios, medio ambiente, educación o 

cultura en las comunidades” en el país (2020). En el mismo sentido, la “Agencia Española 

para la Cooperación Internacional para el Desarrollo (AECID)” caracteriza al “Líder Social” 

como una persona que es reconocida particularmente por su comunidad, donde dirige, 

coordina o apoya actividades o procesos de la colectividad, que inciden en la vida y el 

desarrollo de su comunidad, “mejoran y dignifican sus condiciones de vida o construyen 

tejido social. Esto, en la medida en que construyen el puente entre las comunidades y “las 

instituciones estatales y gubernamentales en la búsqueda de la reivindicación de sus derechos” 

(Guevara, 2018).  

                                                           
 
2 “Por ejemplo, los derechos de la mujer, el niño, los indígenas, los refugiados y desplazados internos, y de 

minorías nacionales, lingüísticas o sexuales” (“Agencia Española de Cooperación Internacional para el 

Desarrollo AECID”, et al., 2018) 

https://es.wikipedia.org/wiki/Derechos_humanos
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Por lo expresado, es claro que un “Defensor de Derechos Humanos (DD HH)” es per 

se, un líder dentro de la sociedad en los diferentes ámbitos, bien sea nacional, o regional y 

local, según corresponda y no depende o se vincula a ninguna institución o entidad del 

Estado. Con respecto a la importancia de los “Líderes Sociales” (LS)y las organizaciones 

defensoras de Derechos Humanos, es relevante mencionar la “Sentencia T-124 de 2015” de la 

“Corte Constitucional de Colombia” (CCC) donde se destaca que:  

“El papel fundamental que juegan las organizaciones defensoras de derechos 

humanos, en la construcción y mantenimiento de los estados democráticos, y 

particularmente en aquellos Estados en donde la violencia generalizada, el 

conflicto armado y la aspiración por la convivencia plural resaltan la importancia 

de la contribución ciudadana a la efectiva eliminación de todas las formas de 

vulneración de los derechos humanos, a la realización de las libertades 

fundamentales de los ciudadanos y a la creación de espacios para el diálogo y la 

construcción del debate democrático, alrededor de respuestas que ofrezcan 

soluciones a las problemáticas sociales que aquejan al país”. (Subrayo) 

Por lo anterior es claro que el “Líder Social” “Defensor de Derechos Humanos (DD 

HH)” es quien representa su comunidad y defiende los Derechos Humanos de los integrantes; 

lo cual, dada la situación en el país, lo torna en una persona que tiene riesgos diferentes e 

inclusive el de su vida, en ocasión de la violencia sistemática generada por diferentes intereses 

y organizaciones, que se oponen a los propósitos del líder y a los derechos de la comunidad. 

Por su lado el Estado debe brindarles protección, en forma adecuada, integral y oportuna. 

Situación de los Líderes Sociales 

La situación puede evidenciarse con cercana precisión con una noticia como la de 

agencia de prensa EFE, publicada en abril 26 de 2022 donde informa que: “Al menos 52 

“Líderes Sociales” (LS)y “Defensores de Derechos Humanos” (DD HH) fueron asesinados en 
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Colombia durante el primer trimestre de 2022” , según la “Defensoría del Pueblo” en el 

informe “Observatorio de Derechos Humanos”, precisa que “Los homicidios contra los 

Líderes Sociales (LS) y personas defensoras de derechos humanos constituyen una grave 

afectación a las bases de la democracia porque son ellos quienes consagran sus vidas para 

defender los derechos de sus comunidades”, (“Defensor del Pueblo, Carlos Camargo”).3  

De otra parte, Human Rights Watch en reporte  de 2021, bajo el título de “Líderes 

Desprotegidos y Comunidades Indefensas” reporta como importantes temas del problema de 

protección el “desfinanciamiento de los programas en los últimos años” y argumenta que la 

protección a los líderes tiene medidas inapropiadas4 “… para el contexto en el cual ellos 

desempeñan sus actividades”5. En consecuencia, recomendó al Gobierno Nacional “… 

mejorar la protección de “Defensores de Derechos Humanos” (DD HH)” un mayor 

compromiso frente al seguimiento y al cumplimiento con las instancias de los programas de 

protección y sugirió que los programas deben enfocarse en la protección colectiva en vez de 

individual. Human Rights Watch informa que los asesinatos corresponden a distintas 

dinámicas en las diferentes regiones. Para precisar, informa por ejemplo, que en la parte  norte 

del departamento del Cauca,  las disidencias de las Farc “han asesinado a “Defensores de 

Derechos Humanos” (DD HH)”, especialmente de las “comunidades Nasa que se oponen a la 

presencia de los grupos armados y al tráfico de drogas en sus territorios. Human Rights Watch 

repite y destaca lo manifestado por uno de los líderes independientes: “Nosotros solo tenemos 

nuestros bastones de mando que simbolizan nuestra autoridad, nuestra resistencia pacífica y la 

                                                           
3 “Según el Observatorio, en enero se cometieron 13 homicidios; en febrero, 18, y en marzo, 21, siendo los 

departamentos del Cauca con 8 asesinatos, y Putumayo con 7, donde más casos hubo. Además, es más de un 

tercio de la cifra registrada en 2021 cuando la Defensoría del Pueblo informó de al menos 145 Líderes Sociales 

(LS) y defensores de derechos humanos asesinados.” 
4 “La incapacidad de las autoridades para ejercer un control efectivo y establecer una presencia estatal civil 

significativa en muchas zonas anteriormente ocupadas por las FARC ha permitido en gran medida esta dinámica. 

El gobierno ha desplegado militares en muchas zonas del país, pero no ha logrado fortalecer el sistema de justicia, 

mejorar la protección de la población ni asegurar un acceso adecuado a oportunidades económicas y educativas y 

a servicios públicos.” (https://www.hrw.org/es/news/2021/02/10/colombia-graves-deficiencias-en-la-proteccion-

de-lideres-sociales). 
5 Por ejemplo, “la entrega de teléfonos no es efectiva en zonas donde no hay señal.” 

https://www.hrw.org/es/news/2021/02/10/colombia-graves-deficiencias-en-la-proteccion-de-lideres-sociales
https://www.hrw.org/es/news/2021/02/10/colombia-graves-deficiencias-en-la-proteccion-de-lideres-sociales
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defensa que hacemos de nuestro territorio”, “[Los grupos armados] tienen armas, carros, 

dinero, tienen todo para hacernos la guerra”. Dice que en “Tumaco, los grupos armados han 

asesinado a “Defensores de Derechos Humanos” (DD HH) por supuestamente colaborar con 

el Ejército o desobedecer las” “órdenes” “de los grupos. También han amenazado a las 

personas que apoyan proyectos para sustituir los cultivos de coca” 6 con cultivos de 

alimentos.7 

Es apropiado mencionar que el Ministerio del Interior desde 2011 es encargado de la 

protección de personas en riesgo, particularmente por la “Unidad Nacional de Protección” 

(UNP), entidad que en términos de Human Rights Watch, “ha hecho grandes esfuerzos para 

otorgar medidas de protección individual a cientos de” “Defensores de Derechos Humanos”, 

no obstante, ofrece y dispone de esquemas de protección individual en atención a las 

amenazas presentadas en la Fiscalía, “… y muchas de las personas asesinadas no habían 

recibido amenazas o no habían podido denunciarlas”.  La Unidad de Protección 

adicionalmente “ofrece medidas de protección colectivas a comunidades o grupos”; pero en 

razón a su limitado presupuesto la Unidad han tenido que descartar o  rechazar un número 

importante de las solicitudes de protección colectiva. 

El Gobierno nacional, según la observadora, no ha implementado el “Plan de 

Protección Integral” establecido en 2018 el Min-interior; afirma en ese sentido: “La 

implementación de cuatro planes piloto lanzados en 2018 para llevar adelante este plan apenas 

ha comenzado”. Por su parte, manifiesta que el Sistema de “Alertas Tempranas de la 

Defensoría del Pueblo”, que involucra un “rol crucial en el monitoreo de riesgos” 

                                                           
6 “-materia prima con la que se elabora la cocaína-“ 
7 Menciona HRW por ejemplo: “Argemiro Manuel López Pertuz, de 46 años, quien encabezaba el programa de 

sustitución de cultivos para 200 familias en una zona rural de Tumaco, fue asesinado el 17 de marzo de 2019 por 

hombres que entraron a su vivienda y le dispararon 12 veces. La evidencia obtenida por la Fiscalía sugiere que lo 

mataron miembros del grupo armado Contadores, quienes lo habían acusado de colaborar con la Fuerza Pública 

Colombia tiene un gran número de políticas, mecanismos y leyes para prevenir abusos contra defensores de 

derechos humanos y otras personas en riesgo. Sin embargo, su implementación a menudo ha sido pobre, 

concluyó Human Rights Watch.” 
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especialmente en las regiones más remotas o con mayor dificultad de comunicación con las 

instituciones (centralizadas). Anota que las autoridades de los departamentos y las 

municipales no han respondido a diversas “alertas tempranas”, sin precisar si es por falta de 

condiciones o posibilidades, por falla o por omisión; también dice que han utilizado medidas 

proforma cuyo impacto es “escaso en el terreno”. En el mismo informe, advierten que el 

gobierno no ha convocado en forma periódica la “Comisión Nacional de Garantías de 

Seguridad” 8, y afirman “Por ello, la comisión no ha logrado resultados concretos.” 

De otra parte, manifiesta el informe que han sido más efectivos los intentos de la 

Fiscalía General; En ese sentido resalta que ha presentado a la justicia varios responsables de 

los asesinatos. “La Fiscalía General de la Nación ha aprobado directivas y ha creado una 

unidad especializada para investigar los asesinatos. En total, ha logrado 59 condenas por 

asesinatos de defensores derechos humanos cometidos desde 2016”; pero manifiesta que se 

requieren “esfuerzos más serios” para llevar a juicio a las personas que ordenan estos 

crímenes y para terminar o “desmantelar” los grupos armados que cometen tales asesinatos.9 

A título de recomendación en el informe señaló Human Rights Watch lo siguiente:  

“A fin de cumplir sus obligaciones con arreglo al derecho internacional de los 

derechos humanos, el gobierno de Duque debe realizar esfuerzos genuinos para 

financiar e implementar políticas efectivas orientadas a prevenir los asesinatos de” 

“Defensores de Derechos Humanos” (DD HH) y “proteger sus derechos,... Estas 

políticas deben tener en cuenta el origen étnico, el género, la raza y otras 

características que pueden influir en los riesgos y las necesidades de los” 

“Defensores de Derechos Humanos” (DD HH) “en el país. Las autoridades 

                                                           
8 “entidad que se ocupa de diseñar políticas para desmantelar a los grupos criminales responsables de los 

asesinatos de defensores de derechos humanos” 
9 “Un obstáculo clave es el número limitado de jueces, fiscales e investigadores en las áreas donde ocurren la 

mayoría de los asesinatos. El gobierno aún no ha puesto en funcionamiento un cuerpo especia” de jueces 

encargado de juzgar estos casos que el presidente Duque anunció en mayo de 2019” 
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también deben aumentar considerablemente la capacidad de la rama judicial y de 

la Fiscalía para llevar ante la justicia a todos los responsables de estos 

asesinatos.”,  

y se encuentra en esa línea la siguiente afirmación de Vivanco: “A menos que el gobierno 

tome medidas eficaces, es probable que muchos más Defensores de Derechos Humanos (DD 

HH) sean asesinados en Colombia y, en consecuencia, que cientos de comunidades 

vulnerables queden aún más indefensas”.  

Por otra parte, en retrospectiva, se puede observar que Fernando Carrillo Flórez, 

“Procurador General de la Nación” en informe del 2018, bajo el título “Violencia sistemática 

contra defensores de derechos territoriales en Colombia” (“Procuraduría General de la 

Nación”, abril de 2018)  inicia manifestando que “Los problemas de protección no dan espera. 

Hay ausencia de autoridad y de Estado.” Precisa que: “La salida de las Farc en muchos 

territorios ha impulsado el ingreso de nuevos actores armados ilegales, como el ELN, las 

disidencias de las Farc y grupos paramilitares, que tratan de imponer sus condiciones a sangre 

y fuego, ante los vacíos e incapacidad del Estado por dominar la geografía nacional. A ellos 

se suman disputas territoriales, por minería ilegal, explotación maderera ilegal, agricultura 

extensiva, control social y organizativo. Las comunidades han quedado en la mitad del fuego 

cruzado y la sed de venganza de los actores armados ilegales.” Manifiesta además que el 

principal reclamo se refiere a los mecanismos de protección colectiva, e informa que “Hay un 

decreto expedido y demasiada ignorancia sobre sus alcances y mecanismos de 

implementación.” Puntualiza que los recursos, antes de la guerra, ahora del posconflicto 

deben emplearse donde efectivamente se necesita; dice que hay que actuar contundentemente 

y “… garantizar en los territorios la protección de las comunidades frente a las amenazas …” 

insistiendo que la protección colectiva y sus mecanismos debe construirlos con las 

comunidades correspondientes. Reitera en el informe que: “Es hora de diseñar de manera 
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articulada una política pública integral de protección, que recupere lo bueno de la UNP e 

incluya propuestas nacidas de las comunidades.”  

Como antecedente, también, se puede mencionar que el “Comité de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales de Naciones Unidas” en su sexto informe, del año 2017, 

manifiesta ciertas preocupaciones y plantea recomendaciones; en ese sentido, el Comité se 

pronuncia y reconoce: la creación y la labor de la “Unidad Nacional de Protección”, “sigue 

seriamente preocupado por la persistencia e incluso aumento de casos de hostigamiento, 

agresión y atentados contra la vida de Defensores de Derechos Humanos (DD HH), 

incluyendo defensores de derechos económicos, sociales y culturales, tales como líderes 

campesinos, indígenas y afrocolombianos, lo cual constituye un serio obstáculo para la 

construcción de una paz estable”. En consecuencia, el Comité invita al Estado a: “Investigar 

eficaz y exhaustivamente las denuncias relacionadas con violencia,” así mismo investigar las 

“amenazas y atentados contra la vida e integridad” personal de los líderes y ““Defensores de 

Derechos Humanos” (DD HH)”; además a mantener los esfuerzos para garantizar el efectivo 

funcionamiento de la “Unidad Nacional de Protección” (UNP) para  prevenir oportuna y 

eficazmente los eventos o actos de violencia contra los ““Defensores de Derechos Humanos” 

(DD HH)” y “… para brindar una protección adecuada, atendiendo a las necesidades y 

características específicas de los diferentes grupos de defensores de derechos económicos, 

sociales y cultuales”; de otra parte a realizar campañas de “información, socialización y 

sensibilización” sobre las actividades que realizan los ““Defensores de Derechos Humanos” 

(DD HH)”, “… a fin de asegurar un ambiente de pleno respeto que les permita llevar a cabo 

su labor sin temor y libres de todo tipo de intimidación, amenazas y represalias.” (Naciones 

Unidas, 2017)10  

                                                           
10 “… la Declaración de las Naciones Unidas sobre el Derecho y el Deber de los individuos, los grupos y las 

instituciones de promover y proteger los derechos humanos y las libertades fundamentales universalmente 

reconocidos (1999), recuerda a los Estados que tienen la responsabilidad primordial y el deber de proteger, 

promover y hacer efectivos todos los derechos humanos y las libertades fundamentales, mediante la adopción de 
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Mecanismos de Protección en Colombia 

En Colombia, desde el año 200311, existe un “Programa de Protección de “Defensores 

de Derechos Humanos” (DD HH) o “Líderes Sociales” (LS)enfocado primordialmente en la 

creación de un “Comité de Evaluación de Riesgo” de Defensores que se ha propuesto 

“recomendar las medidas de protección necesarias para cada caso presentado al Ministerio del 

Interior” (Decreto 2378).  

Adicionalmente existen otros mecanismos de protección como: 

• la “Unidad Nacional de Protección” (UNP),  

• el “Sistema de Alertas Tempranas de la Defensoría del Pueblo”, y  

• el “Programa Integral de Seguridad y Protección”. 

Los instrumentos anteriores encuentran su fundamento en diferentes normas legales y 

su aplicación, por ello, es pertinente revisar las herramientas legales para la protección de los 

lideres y lideresas “Defensores de Derechos Humanos” (DD HH). 

Marco Legal 

El Estado colombiano ha expedido diferentes normas para la “protección de los líderes 

y lideresas sociales”, dentro de las cuales mencionados entre otros las siguientes, como 

evidencia del cuerpo normativo que propende directa o indirectamente por la “protección de 

los líderes” “Defensores de Derechos Humanos” (DD HH): 

“Ley 418 de 1997”, “Por la cual se consagran unos instrumentos para la búsqueda de 

la convivencia, la eficacia de la justicia y se dictan otras disposiciones” “Según el artículo 81 

                                                           
medidas legislativas, judiciales o administrativas encaminadas a crear las condiciones sociales, económicas, 

políticas y culturales necesarias.” 
11 Sobre el “marco jurídico frente a la protección de defensores de derechos humanos”, se precisa, no existe la 

adecuada articulación normativa; al contrario, existen normas dispersas, expedidas por las diferentes entidades, 

ejecutadas individualmente, lo que no permite una respuesta “coordinada, articulada y eficaz por parte del Estado”. 
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de la Ley 418, y el Decreto 2816 de 2006 el Estado a través del Ministerio del Interior tiene 

herramientas para la protección de personas amenazadas”. 

“Decreto 2788 de 2003”, “Por el cual se unifica y reglamenta el Comité de 

Reglamentación y Evaluación de Riesgos de los Programas de Protección de la Dirección de 

Derechos Humanos del Ministerio del Interior y de Justicia”.  

“Decreto 2816 de 2006”, “Por el cual se diseña y reglamenta el Programa de 

Protección de Derechos Humanos del Ministerio del Interior y de Justicia y se adoptan otras 

disposiciones”. 12 

“Ley 1448 de 2011”, “Por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y 

reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno y se dictan otras 

disposiciones”.  

“Decreto 4065 de 2011”, “Por el cual se crea la Unidad Nacional de Protección 

(UNP), se establecen su objetivo y estructura”.  

“Decreto 4912 de 2011”, "Por el cual se organiza el Programa de Prevención y 

Protección de los derechos a la vida, la libertad, la integridad y la seguridad de personas, 

grupos y comunidades del Ministerio del Interior y de la Unidad Nacional de Protección". 

Mediante el “auto 098 de 2013 la Corte Constitucional señala que deben realizarse 

acciones por parte del Gobierno Nacional en materia de prevención y protección de los 

derechos a la vida, integridad y seguridad de las mujeres lideresas y defensoras de Derechos 

Humanos”. 

En el año 2016, “como lo explica Vargas (2018), el Ministerio del Interior expide 

el Decreto 1314, que crea la Comisión Intersectorial de Garantías para las Mujeres Lideresas 

                                                           
12 “Directiva 012 del 2010 de la Procuraduría General de la Nación sobre las “Directrices para garantizar el derecho 

de los defensores y defensoras de derechos humanos para ejercer su labor”, posteriormente por la Directiva 002 del 

14 de junio de 2017, que deroga la anterior, “reconociendo la labor de las y los defensores de derechos humanos 

y la necesidad de implementar medidas efectivas para prevenir acciones tendientes a afectar el ejercicio de su 

labor”.” 

https://es.wikipedia.org/wiki/Ministerio_del_Interior_de_Colombia
https://www.redalyc.org/journal/2739/273968082005/html/#r22
https://www.redalyc.org/journal/2739/273968082005/html/#r36
https://www.redalyc.org/journal/2739/273968082005/html/#r38
https://www.redalyc.org/journal/2739/273968082005/html/#r39
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y Defensoras de los Derechos Humanos, cuyo objeto es coordinar y orientar la formulación, 

implementación y seguimiento del Programa Integral de Garantías para las Mujeres Lideresas 

y Defensoras de Derechos Humanos” 13 

“Decreto 1581 del 2017”, del Ministerio del Interior “con el propósito de adoptar la 

política pública de prevención de violaciones a los derechos a la vida, integridad, libertad y 

seguridad de personas, grupos y comunidades.” 

“Decreto 154 de 2017”, “Por el cual se crea la Comisión Nacional de Garantías de 

Seguridad en el Marco del Acuerdo Final, suscrito entre el Gobierno Nacional y las FARC-EP 

el 24 de noviembre de 2016”.  

“Decreto 1581 de 2017”, “Por el cual se adiciona el Título 3 a la Parte 4, del Libro 2 

del Decreto 1066 de 2015, Decreto Único Reglamentario del Sector Administrativo del 

Interior, para adoptar la política pública de prevención de violaciones a los derechos a la vida, 

integridad, libertad y seguridad de personas, grupos y comunidades, y se dictan otras 

disposiciones”. 

“Decreto 2078 de 2017”, “Por el cual se adiciona el Capítulo 5, del Título 1, de la 

Parte 4, del Libro 2 del Decreto 1066 de 2015, Decreto Único Reglamentario del Sector 

Administrativo del Interior, sobre la ruta de protección colectiva de los derechos a la vida, la 

libertad, la integridad y la seguridad personal de grupos y comunidades”.  

“Decreto 2252 de 2017”, “Por el cual se adiciona el Capítulo 6, del Título 1, de la 

Parte 4, del Libro 2 del Decreto 1066 de 2015, Decreto Único Reglamentario del Sector 

Administrativo del Interior”, “sobre la labor de gobernadores y alcaldes como agentes del 

Presidente de la República en relación con la protección individual y colectiva de líderes y 

                                                           
13 (Art. 1), como respuesta a años de interlocución “con las organizaciones de la sociedad civil en el empeño de 

construir mecanismos de prevención y protección de la violencia contra las mujeres y defensoras de derechos 

humanos” (Vargas, 2018, p. 16). 

 

https://www.redalyc.org/journal/2739/273968082005/html/#r22
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lideresas de organizaciones y movimientos sociales y comunales, y defensores y defensoras 

de derechos humanos que se encuentren en situación de riesgo”.  

“Decreto 2124 de 2017”, “Por el cual se reglamenta el sistema de prevención y alerta 

para la reacción rápida a la presencia, acciones y/o actividades de las organizaciones, hechos 

y conductas criminales que pongan en riesgo los derechos de la población y la 

implementación del Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de 

una Paz Estable y Duradera”.  

“Ley 1908 de 2018”, “Por medio de la cual se fortalecen la investigación y 

judicialización de organizaciones criminales, se adoptan medidas para su sujeción a la justicia 

y se dictan otras disposiciones”.  

“Decreto 660 del 17 de abril del 2018”, “Por el cual se adiciona el Capítulo 7, del 

Título 1, de la Parte 4, del Libro 2 del Decreto 1066 de 2015, Único Reglamentario del Sector 

Administrativo del Interior, para crear y reglamentar el Programa Integral de Seguridad y 

Protección para Comunidades y Organizaciones en los Territorios; y se dictan otras 

disposiciones”. 

“Resolución 845 de 2018” se adopta el “Programa Integral de Garantías para las 

Mujeres Lideresas y Defensoras de Derechos Humanos”, “el cual trabaja sobre tres ejes 

centrales: prevención, protección y garantías de no repetición”.14    

“Decreto 2137 de 2018” se “busca ejecutar un Plan de Acción Oportuna (PAO), para 

la protección de los Líderes Sociales (LS) en Colombia”.  

“Decreto 2137 del 19 de noviembre de 2018”, “Por el cual se crea la Comisión 

Intersectorial para el desarrollo del Plan de Acción Oportuna (PAO) de Prevención y 

Protección individual y colectiva de los derechos a la vida, la libertad, la integridad y la 

seguridad de Defensores de Derechos Humanos  (DD HH), líderes sociales, comunales, y 

                                                           
14 (http://www.equidadmujer.gov.co/ejes/publicaciones/Resolucion-0845-14-junio-2018.pdf) 

http://www.equidadmujer.gov.co/ejes/publicaciones/Resolucion-0845-14-junio-2018.pdf
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periodistas” - "Comisión del Plan de Acción Oportuna (PAO) para Defensores de Derechos 

Humanos (DD HH), líderes sociales, comunales, y periodistas". (“Consejería Presidencial 

para los Derechos Humanos y Asuntos Internacionales”, 2010 - 2019).  

“Defensores de Derechos Humanos” (DD HH) 

“Decreto 2137 de 2018”. “Por el cual se crea la Comisión Intersectorial para el 

desarrollo del Plan de Acción Oportuna (PAO) de Prevención y Protección individual y 

colectiva de los derechos a la vida, la libertad, la integridad y la seguridad de Defensores de 

Derechos Humanos” (DD HH), líderes sociales, comunales, y periodistas - "Comisión del 

Plan de Acción Oportuna (PAO) para Defensores de Derechos Humanos” (DD HH), “líderes 

sociales, comunales, y periodistas".” 

 “Directiva 09 de 2003”. “Políticas del Ministerio de Defensa nacional en materia de 

protección de los derechos humanos de sindicalistas y “Defensores de Derechos Humanos” 

(DD HH).” 

“Directiva Presidencial 07 de 1999”. “Respaldo, interlocución y colaboración del 

Estado con las organizaciones de derechos humanos.” 

“Circular externa del Ministerio del Interior y de Justicia CIR09-259-2009”. 

“Garantías para la labor que desempeñan en el país defensores y defensoras de derechos 

humanos, “Líderes Sociales” (LS)y comunales.” 

Se observa que Colombia tiene suficientes normas, especialmente leyes y decretos 

enfocados “en pro de la defensa de sus derechos humanos, pero existe una brecha muy amplia 

para el cumplimiento de estos.” 

Por lo anterior, y ante las deficiencias en el modelo de protección de líderes sociales, 

en diciembre de 2021, el  “Consejo Nacional de Política, Económica y Social (CONPES)” 

https://derechoshumanos.gov.co/consejeria/Documents/Legislacion/Decreto-2137-del-19-de-Noviembre-2018.pdf
https://derechoshumanos.gov.co/consejeria/Documents/Legislacion/Directiva-009-de-2003-Mindefensa.pdf
https://derechoshumanos.gov.co/consejeria/Documents/Legislacion/Directiva-Presidencial-007-de-1999.pdf
https://derechoshumanos.gov.co/consejeria/Documents/Legislacion/CircularExterna_CIR01.pdf
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aprobó la “Política Pública de Garantías y Respeto a la Labor de Defensa de los Derechos 

Humanos”, donde “establece directrices dirigidas a garantizar y respetar la labor de defensa 

de los derechos humanos en Colombia”.  La mencionada política se encuentra en el 

documento “CONPES 4063” denominado “Política Pública de Garantías y Respeto a la Labor 

de Defensa de los Derechos Humanos y el Liderazgo Social”, en el cual se establecieron  tres 

pilares fundamentales, “proteger, promover y prevenir, encaminados a implementar acciones 

clave para contrarrestar la vulnerabilidad de líderes que trabajan por el respeto de 

los  Derechos Humanos en Colombia”; en particular, el documento presenta cuatro objetivos, 

encaminados a: El primero: “Trabajar en los territorios para conocer de manera oportuna los 

riesgo y amenazas que tienen los líderes sociales”. Este objetivo busca recoger información 

sobre las eventuales amenazas y agresiones hacia los “Líderes Sociales” (LS)en las diferentes 

regiones, lo anterior pretende tener datos efectivos claves para tomar “…la mejor decisión al 

momento de proteger la integridad y la labor de los “Líderes Sociales” (LS)y defensores de 

los derechos humanos”, adicionalmente esta información permitirá fortalecer la capacidad de 

“respuesta institucional y la acción conjunta del Estado para la intervención de estas causas”. 

En segundo lugar, “Protección oportuna de las personas defensoras de DD.HH.”. Este 

objetivo está orientado a promover campañas de prevención temprana y además de protección 

efectiva y oportuna a los defensores de los Derechos Humanos, teniendo en cuenta las 

dificultades en las fases de “identificación, mitigación del riesgo y en la articulación con las 

autoridades nacionales y locales.” las cuales persisten. El tercero “Fortalecer los procesos de 

investigación, judicialización y sanción a los delitos y atentados que han sido cometidos hacia 

los “Líderes Sociales” (LS)y defensores de DD. HH.” se promueve la “articulación con la 

Fiscalía y la Rama Judicial”, fomentando la presencia y respuesta institucional y promoviendo 

el conocimiento de las herramientas útiles para que los “Líderes Sociales” (LS) y “Defensores 

de Derechos Humanos” (DD HH) tengan más fácil acceso a la justicia. Y por último, el 

https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Conpes/Econ%c3%b3micos/4063.pdf
https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Conpes/Econ%c3%b3micos/4063.pdf
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cuarto, consistente en un “Mayor reconocimiento a la labor colectiva e individual de los 

defensores de DD.HH.”, con lo que se pretende implementar “… acciones encaminadas a 

promover ambientes libres de estigmatización, la restauración del tejido social y la generación 

de capacidades individuales y colectivas para el libre ejercicio de la defensa de los derechos 

humanos.” 

Por su parte, con ocasión del documento, la directora del “Departamento Nacional de 

Planeación (DNP)”, Alejandra Botero Barco, subrayo que este documento del CONPES hará 

más agiles los procesos de investigación, en su caso de judicialización y cuando corresponda 

de sanción de los delitos denunciados. "Estamos creando más jueces especializados para los 

procesos de delitos contra Defensores de Derechos Humanos (DD HH), se fortalecerán los 

sistemas locales de justicia en las Zonas Especiales de Garantías para el Liderazgo Social y 

Defensa de DD. HH. y se promoverán la denuncia y seguimiento a los casos registrados". El 

Gobierno nacional se propone con esta política pública consolidar el respeto al ejercicio y 

fortalecer las garantías para el ejercicio de la defensa de los Derechos Humanos, “a partir de 

la implementación de estrategias con enfoques amplios que consideren la complejidad de los 

contextos en los que se ejerce esta labor en Colombia.” Con la aprobación de este CONPES 

4063 se priorizan planteamientos del “Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022”: “Pacto por 

Colombia, pacto por la equidad”, en el sentido de implementar la política pública nacional de 

protección y prevención integral de “Líderes Sociales” (LS) y “Defensores de Derechos 

Humanos” (DD HH). 

Obligación de Protección y Responsabilidad Patrimonial 

El “Estado Social de Derecho” expresado en los derechos constitucionales determina 

la obligación del Estado de protección; por su parte, la jurisprudencia, en función de esa 

protección de derechos fundamentales ha desarrollado la protección en los casos concretos. El 
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contenido propio de la obligación de protección está determinada por la falla del servicio15, 

acorde con el propósito de evitar la ocurrencia del daño, en este particular, el daño al “Líder 

Social”. La “imputación de falla del servicio” se presenta por acción u omisión del Gobierno / 

Estado, específicamente ante la intervención de un tercero que efectúa en concreto el daño.  

En este sentido, el Consejo de Estado ha adoptado esta posición doctrinal, y en 

reiterada jurisprudencia lo ha afirmado, ejemplo  “La falla se presenta cuando hay una 

violación al contenido obligacional que se impone al Estado, y que puede ser infringido ya sea 

porque así se deduce nítidamente de una norma que estatuye con precisión aquello a lo cual 

está obligado el Estado (…), ya sea porque así se deduce de la función genérica del Estado” 

(“Consejo de Estado, Sección Tercera”. Marzo 30 de 1990. “Radicado: 3510. Magistrado 

Ponente: Antonio Jose De Irisarri”.) 

La obligación de protección se conoce desde el “Preámbulo de la Constitución 

Política” (1991), y el juez constitucional le ha determinado un alcance concreto; mencionando 

al respecto que la falla del servicio “procede al identificar la violación de un contenido 

obligacional.”, y consecuentemente hace posible definir o precisar la posibilidad de configurar 

la responsabilidad extracontractual del Estado. Se reitera, que el Preámbulo (Constitución 

colombiana, 1991) “establece el deber general del Estado de” “asegurar a sus integrantes la 

vida, la convivencia, el trabajo, la justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y la paz”” 

y adicionalmente en el “ARTÍCULO 2. constitucional,16 (el segundo parágrafo) “obliga a las 

autoridades a proteger a los residentes en Colombia y sus derechos” (adicionalmente, prohibió 

                                                           
15 Henao (2003) citando a Duez (1983) anota que la falla del servicio se verifica cuando el servicio funciona mal, 

o no funciona, o funciona inoportuna o tardíamente. 
16 “Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la 

efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de 

todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; 

defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la 

vigencia de un orden justo. Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas 

residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para asegurar el 

cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares.” 
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ciertas actividades)17, en adición  los artículos 93 y 94 constitucionales, (bloque de 

constitucionalidad), integra a la norma suprema “las obligaciones internacionales adquiridas 

por el Estado en materia de protección de personas”.18  

El “Consejo de Estado”, entiende que en el estudio de la violación o “incumplimiento 

de la obligación de protección” debe evaluarse en cada caso y precisa sobre la imputación:  

“La Sala, de tiempo atrás ha dicho que la falla del servicio ha sido en nuestro 

derecho, y continúa siendo, el título jurídico de imputación por excelencia para 

desencadenar la obligación indemnizatoria del Estado; en efecto, si la falla del 

servicio tiene el contenido final del incumplimiento de una obligación a cargo del 

Estado, no hay duda de que es ella el mecanismo más idóneo para asentar la 

responsabilidad patrimonial de naturaleza extracontractual”. (…) “Por lo 

expuesto, las obligaciones que están a cargo del Estado – y por tanto la falla del 

servicio que constituye su trasgresión–, han de mirarse en concreto frente al caso 

particular que se juzga, teniendo en consideración las circunstancias que rodearon 

la producción del daño que se reclama, su mayor o menor previsibilidad y los 

medios de que disponían las autoridades para contrarrestarlo”. “Se le exige al 

                                                           
17 entre otras: “la prohibición de ser sometido a la tortura, desaparición forzada, tratos o penas crueles, 

inhumanos o degradantes (artículo 12), …, de ser molestadas por sus convicciones o creencias (art. 18, C.P.), de 

ser molestados directamente en su persona o en su familia (art. 28, C.P.), de ser perseguido en forma tal que deba 

buscar asilo (art. 34, C.P.), la inviolabilidad de la honra, dignidad e intimidad de la familia (art. 42),” “toda 

forma de abandono, violencia física o moral, secuestro, venta, abuso sexual, explotación laboral o económica y 

trabajos riesgosos” (art. 44, C.P.), ... (Corte Constitucional, 2008) 
18 La “Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948, en el artículo 3”, establece: “todo individuo 

tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona”. Posteriormente, el “Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos, aprobado mediante Ley 74 de 1968”, dispuso en su artículo 9: “1. Todo individuo 

tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales…”. “en este punto, como se puede ver, se hace referencia 

de forma concreta a la seguridad personal. Esta última fórmula fue retomada por la Convención Americana de 

Derechos Humanos, ratificada mediante la Ley 16 de 1972, la cual establece en su artículo” 7: “1. Toda persona 

tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales…” “Así mismo, por medio de la Resolución sobre la 

eliminación de todas las formas de intolerancia religiosa, aprobada por la Asamblea General de las Naciones 

Unidas en 1998, exhortó a los Estados a que aseguren, en particular, que ninguna persona dentro 14 de su 

jurisdicción sea privada de los derechos a la vida, libertad o seguridad por motivo de su religión o sus creencias; 

y la Convención Internacional para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial establece, en 

su artículo 5, que los Estados partes deben eliminar todo tipo de discriminación con base en la raza para 

garantizar, entre otras, el derecho a la seguridad personal y a la protección por el Estado contra la violencia o el 

daño corporal, sea que éstos provengan de las autoridades o de otros individuos, grupos o instituciones.” 
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Estado la utilización adecuada de todos los medios de que está provisto, en orden 

a cumplir el cometido constitucional en el caso concreto; si el daño se produce por 

su desidia en el empleo de tales medios, surgirá su obligación resarcitoria”.19  

En pocas palabras la transgresión del deber de protección, como obligación del Estado, 

concretado en la falla del servicio, es causa suficiente, oportuna y efectiva de “responsabilidad 

patrimonial de naturaleza extracontractual” 

En el mismo sentido el Consejo de Estado20 reiteró “que el título de imputación de 

falla del servicio es el género y la teoría de posición de garante del Estado es la especie.” Se 

consideró, además, relevante el uso de la posición de garante institucional “cuando a la 

administración pública se le ha impuesto el deber jurídico de evitar un resultado dañoso, 

aquella asume la posición de garante en relación con la víctima, razón por la cual, de llegarse 

a concretar el daño, este resultará imputable a la administración por su cumplimiento”.21 22 

“El Consejo de Estado considera que el título de imputación es la falla del servicio”: “En 

concreto, la atribución jurídica debe exigir que sea en un solo título de imputación, la falla en 

el servicio, en el que deba encuadrarse la responsabilidad extracontractual del Estado, 

sustentada en la vulneración de deberes normativos” (…)  

                                                           
19 Consejo de Estado. 26 de abril del 2018. Radicado 44826. 
20 Consejo de Estado, Sección Tercera. 4 de marzo 2018. Radicado: 44.177 
21 “Además, el Consejo de Estado (Consejo de Estado, Sección Tercera. 21 de febrero 2011. Radicado: 31.093) 

ha tomado elementos de la jurisprudencia internacional como argumentos de la posición de garante institucional: 

los instrumentos de prevención utilizados, la calidad de la respuesta y reacción del Estado ante la conducta, este 

último como un estándar de diligencia exigible al Estado, todo con el objetivo de otorgarle mayor validez a sus 

fundamentos.” 
22 “El Consejo de Estado, en otro caso, frente a la responsabilidad del Estado, en el caso de la muerte de un 

abogado defensor utilizó la imputación objetiva, (específicamente la teoría de posición de garante institucional), 

manifestando”: “Se trata de afirmar la responsabilidad del Estado pese a que los hechos son causados por 

terceros, en la medida en que a la administración pública le es imputable al tener una” “posición de garante 

institucional”, “del que derivan los deberes jurídicos de protección consistentes en la precaución y prevención de 

los riesgos en los que se vean comprometidos los derechos humanos de los ciudadanos que se encuentran bajo su 

cuidado, tal como se consagra en el artículo 2 de la Carta Política.” “También hace referencia a la posición de 

garante como fundamento autónomo de la responsabilidad”: “La Sala de Sub-sección C debe reiterar que el 

alcance de la obligación de seguridad y su relación con la posición de garante en el precedente de la Sala lleva a 

plantear que la omisión del Estado como fundamento de la responsabilidad puede fundarse en la tesis de la 

posición de garante, con lo que se intenta superar la tesis de la falla del servicio, en la medida en que cuando a la 

Administración Pública se le ha impuesto el deber jurídico de evitar un resultado dañoso, aquella asume la 

posición de garante en relación con la víctima, razón por la cual de llegarse a concretar el daño, éste resultará 

imputable a la Administración por el incumplimiento de dicho debe”.” 
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En cuanto a la reparación la jurisprudencia del “Consejo de Estado” la tipifica en: 

“restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición”; de esta 

manera sigue la directriz internacional introducida en el ordenamiento jurídico donde, “todo 

abuso o desbordamiento arbitrario del poder público que vulnere los derechos de los 

asociados y se materialice en daños antijurídicos genera un deber para el Estado de (i) 

restituir; (ii) indemnizar; (iii) rehabilitar; (iv) satisfacer y (v) adoptar garantías de no 

repetición.”  

La jurisprudencia internacional entiende que la “obligación de reparar” implica la 

“reparación patrimonial y la reparación de daños extrapatrimoniales”, “en atención a reparar 

integralmente de manera individual y colectiva a las víctimas.”23 Se evidencia que la 

jurisprudencia del “Consejo de Estado”, igual que la doctrina, entiende que existe reparación 

patrimonial y extrapatrimonial24.  

El principio general, en conclusión, determina que “la víctima debe ser indemnizada 

integralmente”.  

Conclusiones 

Es evidente que en Colombia la “violencia sistemática en contra de los líderes 

sociales” es una problema actual, que ha permanecido en el tiempo que plantea un reto para el 

Estado y en particular para los diferentes organismos y entidades responsables de la 

protección de los líderes sociales. 

                                                           
23 “Consejo de Estado, Sección Tercera. 28 de agosto de 2014”: “Radicado: 32988” 
24 Unificado bajo este criterio: “Bajo esta óptica, se sistematizó en su momento de la siguiente manera: La 

tipología del perjuicio inmaterial se puede sistematizar de la siguiente manera”: i) “perjuicio moral”; ii) “daño a 

la salud (perjuicio fisiológico o biológico); iii) cualquier otro bien, derecho o interés legítimo constitucional, 

jurídicamente tutelado que no esté comprendido dentro del concepto de” “daño corporal o afectación a la 

integridad psicofísica” “y que merezca una valoración e indemnización a través de las tipologías tradicionales 

como el daño a la vida de relación o la alteración grave a las condiciones de existencia o mediante el 

reconocimiento individual o autónomo del daño” (v.gr. el derecho al buen nombre, al honor o a la honra; el 

derecho a tener una familia, entre otros), “siempre que esté acreditada en el proceso su concreción y sea preciso 

su resarcimiento, de conformidad con los lineamientos que fije en su momento esta Corporación. (...)” 
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La mencionada violencia contra los “Líderes Sociales” (LS)” Defensores de Derechos 

Humanos” (DD HH) implica a cargo del Estado colombiano la protección de los mismos, 

especialmente en atención a “lo ordenado en el artículo 2º de la Constitución” donde se  

establece: … “Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las 

personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y 

libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los 

particulares”. 

En consecuencia mejorar, propiciar y efectivizar  la protección de “Defensores de 

Derechos Humanos” (DD HH)” es el  mayor compromiso de Estado frente al cumplimiento 

con las instancias de los programas de protección la cual debe enfocarse mas en la protección 

colectiva que en la  individual y en la protección individual debe superar la atención a los 

amenazados, pues “muchas de las personas asesinadas no habían recibido amenazas o no 

habían podido denunciarlas”, y terminan siendo víctimas por “la defensa de los derechos 

humanos, que no reciben protección”. 

Es necesario que la “Unidad de Protección” brinde medidas de protección colectivas a 

comunidades o grupos. Igualmente deben fortalecerse y optimizar, conjuntamente con las 

propuestas nacidas de las comunidades, la “Unidad Nacional de Protección (UNP)”, el 

“Sistema de Alertas Tempranas de la Defensoría del Pueblo”, y el “Programa Integral de 

Seguridad y Protección”. 

Es claro que la obligación de protección surge desde el Preámbulo de la Constitución 

del 1991, y el juez ha determinado un alcance concreto que respecto que la “falla del servicio” 

“procede al identificar la violación de un contenido obligacional.”, y consecuentemente hace 

posible configurar la responsabilidad extracontractual del Estado. En este sentido se reitera, 

que el mismo Preámbulo (“Constitución colombiana”, 1991) “establece el deber general del 
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Estado” de “asegurar a sus integrantes la vida, la convivencia, el trabajo, la justicia, la 

igualdad, el conocimiento, la libertad y la paz”” y adicionalmente en el “ARTÍCULO 2. 

constitucional,25 (el segundo parágrafo) “obliga a las autoridades a proteger a los residentes en 

Colombia y sus derechos”, en adición  los artículos 93 y 94 que integran el bloque de 

constitucionalidad), integra a la norma suprema “las obligaciones internacionales adquiridas 

por el Estado en materia de protección de personas”, donde se concretiza que la transgresión 

del deber de protección, como obligación del Estado, concretado en la falla del servicio, es 

causa suficiente, oportuna y efectiva de “responsabilidad patrimonial de naturaleza 

extracontractual” 

En línea con lo anterior se observa que la “atribución jurídica debe exigir que sea en 

un solo título de imputación, la falla en el servicio, en el que deba encuadrarse la 

responsabilidad extracontractual del Estado, sustentada en la vulneración de deberes 

normativos”. La jurisprudencia internacional -y en consecuencia la nacional- entiende que “la 

obligación de reparar implica la reparación patrimonial y la reparación de daños 

extrapatrimoniales” “en atención a reparar integralmente de manera individual y colectiva a 

las víctimas.”, se insiste entonces que la jurisprudencia del “Consejo de Estado”, igual que la 

doctrina, entiende que existe reparación patrimonial y extrapatrimonial. 

Por lo tanto, la mayor tradición en el sistema jurídico colombiano, es que  la actuación 

irregular o fallida de la administración genera perjuicios que deben ser  indemnizados a los 

particulares afectados por el daño, la falla o el incumplimiento.  

                                                           
25 “Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la 

efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de 

todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; 

defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la 

vigencia de un orden justo. Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas 

residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para asegurar el 

cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares.” 
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El principio general, en conclusión, determina “que la víctima debe ser indemnizada 

integralmente.”  
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